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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / ARTÍCULO 2056 DEL CÓDIGO CIVIL / EL SOLO INCUMPLIMIENTO O EL RETARDO JUSTIFICAN LA RECLAMACIÓN DE PERJUICIOS / TAMBIÉN DEBEN PROBARSE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL EN GENERAL: HECHO DAÑOSO, DAÑO Y NEXO CAUSAL.
… en estricto sentido, aunque el Juzgado omitió decirlo, el asunto encaja en las reglas de los contratos para la confección de una obra material, que se leen a partir del artículo 2053 del C. Civil. De haberlo tenido en cuenta, su disertación inicial acerca de la necesidad de interpretar la demanda hubiese sobrado, por cuanto todo gira alrededor del artículo 2056 de ese estatuto, en virtud del cual “Habrá lugar a la reclamación de perjuicios, según las reglas generales de los contratos, siempre que por una parte no se haya ejecutado lo convenido o se haya retardado su ejecución”.  Así que, en un asunto como el presente, nada imponía que se invocara el cumplimiento del contrato o la resolución del mismo, pues esta norma es especial, en la medida en que el solo incumplimiento o el retardo justifican la reclamación de perjuicios.
Y según se ha dicho, eso es lo que está planteado en el libelo: que el demandado retardó el cumplimiento de las obras y, adicionalmente, que no las ejecutó parcialmente.   

Ahora bien, en lo que sí coincide esta Colegiatura con el Juzgado, es en su apreciación acerca de que ante el reclamado incumplimiento, por tratarse de una relación contractual, deben darse los mismos presupuestos axiológicos de la acción resolutoria, esto es, (i) la existencia de un contrato válido; (ii) que quien proponga la acción haya cumplido sus obligaciones o se hubiere allanado a cumplirlas; y (iii) que el demandado hubiese incumplido las suyas, para el caso, bien por su retardo, ora por su inejecución. Esto, claro, al margen de tenerse que demostrar los elementos estructurales de la responsabilidad civil en general, es decir, el hecho culposo, el daño y el nexo causal. (…)
En adición a lo anterior, y para lo que atañe al asunto, precisa la Sala recordar que la jurisprudencia ha aceptado de tiempo atrás que el incumplimiento de las obligaciones, cuando de pedir una resolución se trata, o como en este caso, la indemnización de unos perjuicios, debe ser de tal envergadura que, en realidad, cause un desajuste a las prestaciones adquiridas por los contratantes, pues habrá otras situaciones de menor entidad que no alcanzan a desquiciar el convenio.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
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HECHOS:
1. Carlos Eduardo Pérez suscribió un contrato con Jaime Hernán Gómez, el 20 de junio de 2016, para el diseño y construcción de obras complementarias y reparaciones locativas en la vivienda campestre denominada “CONDOMINIO QUINTAS DE ALEJANDRIA CASA 28, UBICADA EN EL SECTOR EL TIGRE” por valor de $220.000.000 por el sistema del global fijo sin reajuste, en el cual el demandado se obligó a entregar la obra terminada el 20 de octubre de 2016, sin que a la fecha haya finalizado ni siquiera el 80% de la misma a pesar de habérsele pagado a suma de $210.957.500, es decir el 95.889% del precio pactado. 

2. En el mes de marzo de 2017 el demandado procedió a recoger el material y herramientas de la obra dejando tirado el trabajo con la excusa de que no le había alcanzado el dinero que fue entregado, además dice que realizó adecuaciones que no fueron pactadas en el contrato, que cuantificó en $18´142.400,oo, situación totalmente alejada a la realidad, pues jamás se acordó ejecutar obras no pactadas 

3. El demandado incumplió el contrato suscrito, pues se pueden evidenciar fallas en la piscina construida, filtraciones de agua lluvia en una de las habitaciones y en la sala, la madera utilizada no fue inmunizada lo cual condujo a su deterioro, no ha entregado planos arquitectónicos, eléctricos, hidráulicos y sanitarios, entre otros;  el accionante tuvo que soportar incomodidades, estrés, desesperación, afectación en su relación de pareja, situaciones que han agravado su estado de salud, tanto así que fue diagnosticado con  miocardiopatía dilatada.

4. Tras ver el abandono del trabajo, el accionante se vio en la obligación de contratar los servicios profesionales del arquitecto Carlos Andrés Arango Badillo y según presupuesto realizado por él, para la finalización de la obra contratada se requieren dos meses y la cantidad de $49.424.268.oo 

PRETENSIONES: 

PRIMERA Que se declare el incumplimiento del contrato de construcción  ya mencionado y como consecuencia de lo anterior se condene al señor Jaime Hernán Gómez al pago de perjuicios morales ($65.000.000) y perjuicios materiales ($55.024.268.oo) 

SEGUNDA: Que se condene el pago de costas.

RESPUESTA Y EXCEPCIONES: 
· Enriquecimiento ilícito sin causa

· Contrato no cumplido

· Inexistencia de responsabilidad civil contractual por ausencia de falta

· Fuerza mayor o caso fortuito 
· Inexistencia de la obligación a indemnizar 
TRASLADO DE EXCEPCIONES:

Enriquecimiento ilícito sin causa: el accionante se ha visto gravemente afectado en su patrimonio, en su vida familiar y hasta en su propio estado de salud como causa del incumplimiento injustificado por parte del demandado.

Contrato no cumplido: el señor Carlos Eduardo tiene todo derecho a exigir al demandado el cumplimiento de sus obligaciones contractuales, teniendo en cuenta que el señor Jaime incumplió el contrato  de manera injustificada. 

Inexistencia de responsabilidad civil contractual por ausencia de falta: el incumplimiento del accionado ha generado al demandante una lesión de menoscabo o detrimento de sus bienes o intereses vinculados con su patrimonio o con los bienes afectivos de su personalidad.

La fuerza mayor o caso fortuito a que hace referencia el demandado es mentira, toda vez que los materiales que utilizó el demandado fueron totalmente diferentes a los pactados y esto será demostrado. 

La Inexistencia de la obligación a indemnizar : dicho contrato no fue cumplido a cabalidad por el contratista y esto ha traído como consecuencia graves perjuicios al accionante. 
SENTENCIA:

No existen nulidades y concurren los presupuestos procesales, incluso el de demanda en forma, que fue necesario interpretarla para concluir que lo pretendido es simplemente el incumplimiento del contrato y el pago de los perjuicios, sin que se pueda hace alusión a la acción de cumplimiento o a la de resolución. 

Cita a la Corte, referencia 15762 de 2014, en la que se hizo alusión a los presupuestos o elementos axiológicos de la pretensión de resolución, que para el caso y cambiando lo que haya que cambiar serán los que rijan la decisión. El precepto 1546 del C Civil así como todo el conjunto de disposiciones señaladas en el marco del derecho comparado constituyen el marco de la añeja cláusula romana conocida como lex comisoria, que se añadía expresamente al contenido de un contrato, según la cual, el vendedor que había cumplido con sus obligaciones, si la otra parte no ejecutaba lo debido, emergía a su favor el derecho de resolución con la restitución de lo dado, de consiguiente, siendo tres los presupuestos que integran la acción resolutoria objeto de la cuestión, a) que el contrato sea válido; b) que el contratante que proponga la acción haya cumplido o se allane a cumplir lo pactado a cargo suyo; y c) que el contratante demandado haya incumplido lo pactado a su cargo. Barrúntase sin dilación alguna que l precepto 1546 del Código Civil, protege al contratante que ha honrado sus obligaciones, no a quien haya incumplido, así obedezca a la imputabilidad o infracción del otro contratante, de modo que ambas partes quedan despojadas de la acción resolutoria cuando las dos han incumplido por la mora recíproca. Si quien demanda o reconviene la resolución contractual ha sido incumplido a tono con lqa doctrina mayoritaria fulge indiscutido no satisface el segundo presupuesto anunciado y por lo tanto la faena dará al traste, porque la acción se edifica como privilegio intrínseco del contratante cumplido y en contra de quien contravino el acuerdo a voces del artículo 1546, en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado, de uno de ellos con exclusividad cuando una de las partes no satisfaga la obligación, artículo 1184 del C. Civil francés, cuando la prestación que incumbe a una parte derivada de un contrato bilateral se hace imposible a consecuencia de una circunstancia de la que ha de responder, carece del privilegio de pedir la resolución del contrato bilateral quien ha incumplido. Esta referencia haciendo alusión a la consideración inicial de que en el ‘presente asunto no se determinó con claridad y precisión si la pretensión perseguida era la de resolución o cumplimiento y sin embargo, pese a esa circunstancia son aplicables esos presupuesto materiales o axiológicos como quiera de lo que sí no cabe duda es de que la que se invoca es la responsabilidad contractual , pese a que dentro de los fundamento de derecho y en la demanda se mencionan normas propias de la responsabilidad extracontractual. Pero de todo el contexto es imperioso concluir que la pretensión tiene su fuente en una relación de tipo contractual y así se ha ventilado.
Reitera los presupuestos axiológicos, que son concurrentes y la ausencia de uno de ellos basta para el destino infructuoso de la pretensión.  Se abordará el que considera el despacho no satisfecho y condiciona el fracaso de las pretensiones; el que se refiere precisamente a que quien ejercita la acción haya cumplido sus obligaciones a menos que el cumplimiento de estas dependa del cumplimiento anterior de las del demandado.  

En el presente asunto se invocó el incumplimiento de un contrato civil de obra pactado bajo la modalidad de costo global en el cual el contratista asumía el riesgo de mayores valores que correspondiera por la obra realizada y en el texto de ese contrato en el parágrafo primero de la sección segunda relativa a las obligaciones del contratista, se indica “El contratante podrá rechazar, no aceptar para el pago la totalidad o parte de los trabajos que no se hubieran entregado a satisfacción y el contratista será responsable de los errores cometidos así como de los atrasos que se produzcan como consecuencia de ellos y en general de los perjuicios que se causen al contratante” y la parte que interesa a la resolución del asunto seguidamente indica “si durante el desarrollo y ejecución de los servicios objeto del presente contrato el contratante se ve obligado a reparar, mantener o reconstruir obra cuya causa de intervención a su juicio corresponda a problemas de calidad y estabilidad de obra imputables al contratistas, este le comunicará para que proceda a repararlo o en su defecto lo pueda contratar con un tercero cuyos costos y precios serán trasladados y deducidos al contratista”; del contenido de esa cláusula, a pesar de su redacción algo ambigua es forzoso concluir que la expresión  “verse obligado a reparar, mantener o reconstruir” las obras no lleva  implícita, forzosa e innecesariamente  que esa actividad se lleve a cabo esto es la de reparar, mantener o reconstruir las obras porque seguidamente se indica que la comunicación al contratista tiene como efecto que este último lo pueda reparar o en su defecto el contratante pactar con un tercero y trasladar los costos al contratista con deducción al contrato. 

En ese orden de ideas lo que cabe interpretar de la cláusula mencionada es que las partes pactaron que en caso de que existiera un desperfecto, obra que mereciera reparos o fuera insatisfactoria su construcción a criterio del contratante podía ésta no solamente resistirse a aceptarla para el pago, sino que además estaba en la obligación de informar al contratante de esa circunstancia para determinar con base en el contrato si era ese contratante el que debía proceder a la reparación o era el contratista quien podía contratar con un tercero tal reparación. 
Se adujo en el interrogatorio de parte que absolvió el señor Jaime Hernán Gómez el señor Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, que esas comunicaciones, observaciones o reparos a la calidad de las obras se habían materializado a través de mensajes de datos y aportó durante la diligencia unos documentos en los cuales se hace alusión a observaciones o mensajes remitidos al contratista y que obran a folios 178 a 185, sin embargo, el contenido de esos documentos, se refiere no a los imperfectos o a la falta de calidad de las obras y muy especialmente a la construcción de quiosco o el techo del quisoco que finalmente es el que comporta dentro de las pretensiones el mayor porcentaje o el mayor valor, debido a que las otras imperfecciones que se refieren a la construcción del jacuzzi y a unas goteras que presuntamente presenta la construcción en su interior, son de menor entidad, el grueso de la pretensión está referida a la construcción de un quisco y especialmente al techo del mismo, de modo que las pretensiones se fundamentan o se basan en que la construcción de ese techo fue imperfecta y a la postre se produjo su colapso o derrumbamiento; sin embargo, de las comunicaciones a las que he aludido, no se refieren a la construcción de dicho techo y sí todas al plazo convenido para la obra y al incumplimiento de dicho plazo. Sin embargo, como inicialmente se indicó el presupuesto al que se está haciendo alusión es el del incumplimiento por parte del actor de las obligaciones que le correspondían, en ese orden de ideas los referidos mensajes no tienen la fuerza persuasiva suficiente para acreditar ese elemento imprescindible de la pretensión. Adicionalmente no tienen indicación clara y concreta desde que emisor o remitente fueron producidos, quién los recibió, ni la fecha en la cual se produjeron, esta última añadida a lapicero, lo cual denota la precariedad del documento como elemento de persuasión. 

Adicionalmente, en el interrogatorio de parte que absolvió el demandante, señor Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, en referencia al asunto concretamente en lo alusivo a la construcción del techo del quiosco y el eventual colapso o deficiencias en su construcción, indicó en el minuto 33:47 de la grabación de la audiencia inicial, “obviamente hay cosas que por estabilidad ocurrieron después que se hicieron las pretensiones”. Así mismo quedó claro a lo largo del proceso con las declaraciones del propio demandado, del demandante y de la señora Carmen Adriana Porras, administradora del Conjunto donde está ubicada la vivienda donde se levaron a cabo las obras, que ese eventual colapso o ese deterioro y la concreción final del desmonte del techo fue posterior a la presentación de la demanda. En ese orden de ideas, resulta claro que el señor Carlos Eduardo Pérez  Jaramillo ninguna amonestación, advertencia o requerimiento, intimación hizo al demandado Jaime Hernán Gómez Tello en alusión al techo del quiosco que, como se dijo, representa el mayor porcentaje del incumplimiento alegado y de las pretensiones plasmadas en la demanda. 

Esa declaración de parte rendida por Carlos Eduardo Pérez, también trasluce en el sentido de que los reparos se referían a que nunca reprochó el trabajo de las personas, pero sí la agilidad de las cosas, en febrero terminando marzo se retira de la obra, Haciendo alusión a la terminación del contrato o al incumplimiento del mismo, no recibí a satisfacción la piscina, había fugas, goteras, quiosco con terminar, cuarto de máquinas, remiendos en el piso, me bajó la calidad del aluminio, ventanería, me tocó hacer cosas que se supone no tenía qué, morteros, enchape, entrada de cemento, etc., todos esos reparos, observaciones, cuestionamiento que sí hizo en el interrogatorio, no hay evidencia de que los haya efectuado directamente al contratista señor Jaime Hernán Gómez Tello, y especialmente a lo que se ha reiterado, la construcción del techo del quisco. Y es que ese asunto merece especial relieve, porque como se puso de presente en la declaración rendida por el demandado, señor Jaime Hernán Gómez Tello, el motivo, el móvil o la causa que condujo al desmonte de ese techo es de trascendental importancia para este asunto, y era de trascendental importancia también que previo a formular la demanda judicial existiera un requerimiento en cuanto a la estabilidad de esa obra para que el demandado, como lo prevé el contrato, procediera a la reparación, o el demandante las hiciera por su cuenta y riesgo descontando del valor del contrato. 

Adicionalmente el contratista tenía la facultad contractual de rechazar o no aceptar parcialmente las obras que se le presentaban, sin embargo, en este caso, y como se aduce en la demanda, pagó casi la totalidad del precio convenido y, sin embargo, ninguna evidencia concreta hay de que haya reprochado o cuestionado o censurado la calidad de las obras, lo que si aparece como su insatisfacción es el incumplimiento del plazo acordado con el arquitecto demandado. 
Estas consideraciones bastan para determinar el curso frustráneo de las pretensiones. Sin embargo adicionalmente será necesario indicar que esa circunstancia exige al menos en forma tangencial observar si el demandado Jaime Hernán Gómez Tello cumplió las obligaciones que le correspondían en la relación contractual y más concretamente si de su conducta a lo largo de la relación contractual se deriva evidencia de que haya querido permanecer en ese contrato o si por el contrario su conducta permite inferir que su intención era la de no continuar en el contrato o no darle seguimiento al mismo, lo anterior, en atención a que de evidenciarse que el incumplimiento es recíproco y la voluntad de aniquilamiento de sus efectos se manifestó o se concretó de manera tácita sería del caso declarar la resolución por el mutuo disenso tácito y sin imposición de condenas correlativas. A ese respecto la Corporación ya referenciada en providencia del 7 de marzo de 2000, radicado 5319, indicó: “No siempre que medie el incumplimiento de ambos contratantes y por consiguiente que el artículo 1546 del C Civil no sea el pertinente para regir una hipótesis fáctica de tal índole es permitido echar mano de la mencionada figura aludiendo al mutuo disenso tácito. Es menester que los actos u omisiones en que consiste la inejecución sean expresivos, tácita o explícitamente, de voluntad conjunta o separada que apunte a desistir del contrato, ya que entre la disolución de un contrato bilateral por efecto del llamado incumplimiento resolutorio y lo que acontece como consecuencia de la convención extintiva derivada del mutuo disenso existen radicales diferencias que nunca pueden ignorar los jueces de instancia para, a su talante, modificar pretensiones deducidas en juicio, que con la claridad necesaria aparecen fundadas en uno u otro instituto. A través del primero, dada su naturaleza, estudiada de vieja data, se pide de manera unilateral por el contratante cumplido que el negocio se resuelva conb restituciones e indemnizaciones por daños a su favor, mientras que en el segundo lo solicitado ha de ser que, sobre la base insustituible de la prueba de aquella convención extintiva, en cualquiera de las dos modalidades en que puede ofrecerse, el acto jurídico primigenio se tenga por desistido, sin que haya lugar, desde luego, al resarcimiento de ninguna clase, ya que como es bien sabido, este tipo de prestaciones indemnizatorias requieren de la mora, artículo 1615 del C. Civil”. 

Esa referencia para dejar en claro que en este asunto no es procedente entrar a examinar correlativamente el incumplimiento del demandado, señor Jaime Hernán Gómez Tello, como quiera que lo pretendido con la demanda dista del instituto al que se ha hecho referencia y que consiste en la resolución o el aniquilamiento por mutuo disenso tácito y que se concreta en la exteriorización de la voluntad de no permanecer en el contrato. 

Corolario de lo anterior se tiene que, a pesar de que dentro de las pretensiones no se planteó expresamente la resolución contractual, sí se pidió la declaración de incumplimiento y la consecuente imposición de condena por concepto de perjuicios. La base de la reclamación fue una relación de orden contractual de naturaleza bilateral. En ese orden de ideas los presupuestos axiológicos o materiales de tal pretensión, que se tuvieron para resolver son los que se refieren a la resolución contractual y dentro de esos presupuestos axiológicos o materiales y en la medida en que son concurrentes e indispensables para la prosperidad de las pretensiones el que se echó de menos es aquel que concierne a que quien ejercita la acción haya cumplido sus obligaciones, a menos que el cumplimiento de estas dependa del cumplimiento anterior del demandado y la obligación que en concreto se halló incumplida por parte del demandante es la que consiste en requerir o informar al contratista en cuanto a las obras imperfectas o con defectos, para que se proceda bien a la reparación por parte de dicho contratista o bien a la contratación de un tercero con deducción del costo. Y más concretamente en lo que atañe o se refiere a la estabilidad de la obra que consistió en la construcción del techo de un quisco para la piscina.

Esa circunstancia le correspondía por otra parte probarla a la parte actora, como quiera que el cumplimiento de las obligaciones, la existencia y el cumplimiento de las obligaciones, corresponde probarlas a quien invoca unas u otras, de una parte; de otra parte, no hay presunción alguna que ampare o abrigue, o exonere de la demostración de esa circunstancia, que se refiere al cumplimiento de las obligaciones recíprocas por parte del actor en las acciones contractuales y las pruebas que se adujeron en ese sentido o pretendieron aducirse y que corresponden a unas comunicaciones cruzadas entre las partes, no dan cuenta de manera fidedigna y contundente de esa circunstancia. En atención a ello, y ante la ausencia de prueba de uno de los elementos basilares de la pretensión de responsabilidad contractual en este caso, se impone la desestimación de las pretensiones. 
No estimó pertinente pronunciarse sobre las excepciones. 

“FALLA

PRIMERO: Desestimar las pretensiones del demandante señor CARLOS EDUARDO PEREZ JARAMILLO, frente al demandado JAIME HERNAN GOMEZ TELLO, en el presente proceso verbal de responsabilidad civil contractual.

SEGUNDO: Condenar en costas y perjuicios al demandante a favor del demandado, como agencias en derecho se fija la suma de $8’401.000,oo.
TERCERO: Levantar las medidas cautelares practicadas o perfeccionadas en el presente asunto; líbrense las comunicaciones correspondientes al Registrados de Instrumentos Públicos y al Secretario de Tránsito”

REPAROS: SE ENCUENTRAN ANEXADOS. 

Se sintetizan:
(i) 
Es evidente la errónea interpretación que el juzgado le otorgó al parágrafo primero, sección segunda, relativo a las obligaciones del contratista en el contrato allegado, pues le dio mayor peso de responsabilidad a la comunicación que debía enviar el contratante, carga desproporcionada, porque la finalidad de la cláusula era la de proteger al contratante frente a la aparición de inconsistencias en las construcciones realizadas. 

Agregó que al analizar esa cláusula, cuya redacción es ambigua, dejó de lado otras de tal entidad que merecen mayor grado de concentración, para analizar el cumplimiento por parte del señor Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, por ejemplo, el pago del precio, situación que se alegó y debe ser preponderante frente al demostrado incumplimiento del demandado en el plazo concedido y por las falencias encontradas en su labor. 

(ii)
Fue  deficiente la valoración probatoria, particularmente en el interrogatorio absuelto por el demandado en armonía con la documental allegada. , 
(iii) La cláusula de la que se vale el juzgado es ambigua, por cuanto lo que dice al final es que quien debe hacer los requerimientos es el contratista, no el contratante, si se lee adecuadamente el pronombre demostrativo “este” que aparece luego de las palabras “EL CONTRATISTA”, así que ante la confusión, no se entiende que la responsabilidad se le hubiese encajado al contratante, mientras que otras disposiciones contractuales revelan la verdadera voluntad de las partes, al determinar en qué situaciones se puede presentar el incumplimiento de lo acordado. 
CONSIDERACIONES
1. 
Concurren los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad que dé al traste con lo actuado. Incluso, como se analizará luego, una aparente deficiencia en la demanda, porque no se invocó el cumplimiento o la resolución del contrato, es inexistente para este caso concreto, en el que está de por medio un contrato de obra. 

2.
La legitimación en la causa por activa y pasiva también es evidente, como quiera que se enfrentan en este proceso Carlos Eduardo Pérez Jaramillo y Jaime Hernán Gómez Tello, quienes intervinieron en la celebración del contrato de construcción, según se revela con el documento de folios 15 a 20 del cuaderno principal. 

3.
 Corresponde a la Sala dilucidar si, frente a la responsabilidad contractual que se demanda, le asiste razón al juez del primer grado al negar las pretensiones por la ausencia de uno de sus presupuestos axiológicos; o si, como aduce el recurrente, la valoración de la prueba fue deficiente, lo cual impidió que la resolución fuera diferente. 

4.
Antes de ello, se recuerda que la demanda (f. 71 a 81, c. 1) refiere que entre Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, como contratante, y Jaime Hernán Gómez Tello, como contratista, se celebró un contrato de diseño y construcción de obras complementarias y reparaciones en la casa 28 del condominio Quintas de Alejandría, por el sistema de precio global fijo, sin lugar a reajustes, mismo que fue incumplido, según se extracta de varios de los hechos del libelo, porque el demandado (i) realizó menos del 80% de las obras encomendadas; (ii) se obligó a entregarlas terminadas el 20 de octubre de 2016 y no lo hizo; (iii) abandonó el trabajo en el mes de marzo de 2017; además, (iv) se evidenciaron fallas en la piscina, por unas filtraciones; (v) quedó sin iniciar la reforma de un baño e inconclusa la parte delantera del inmueble, con la placa, el mortero y el enchape; y (vi) al ocupar la casa, se detectaron filtraciones de agua lluvia en una de las habitaciones y en la sala y se observó que la madera utilizada nunca se inmunizó, lo que condujo a su deterioro. 

Agregó el demandante que el demandado se justificó en que el dinero que se le entregó, que fueron $210.957.500,oo, no le alcanzó, y que unas obra adicionales que realizó por valor de $18’142.400,oo, sin haberse pactado, tenían que serle reconocidas para continuar.  
Este resumen se torna indispensable para señalar que, en estricto sentido, aunque el Juzgado omitió decirlo, el asunto encaja en las reglas de los contratos para la confección de una obra material, que se leen a partir del artículo 2053 del C. Civil. De haberlo tenido en cuenta, su disertación inicial acerca de la necesidad de interpretar la demanda hubiese sobrado, por cuanto todo gira alrededor del artículo 2056 de ese estatuto, en virtud del cual “Habrá lugar a la reclamación de perjuicios, según las reglas generales de los contratos, siempre que por una parte no se haya ejecutado lo convenido o se haya retardado su ejecución”.  Así que, en un asunto como el presente, nada imponía que se invocara el cumplimiento del contrato o la resolución del mismo, pues esta norma es especial, en la medida en que el solo incumplimiento o el retardo justifican la reclamación de perjuicios. 

Y según se ha dicho, eso es lo que está planteado en el libelo: que el demandado retardó el cumplimiento de las obras y, adicionalmente, que no las ejecutó parcialmente.   
Ahora bien, en lo que sí coincide esta Colegiatura con el Juzgado, es en su apreciación acerca de que ante el reclamado incumplimiento, por tratarse de una relación contractual, deben darse los mismos presupuestos axiológicos de la acción resolutoria, esto es, (i) la existencia de un contrato válido; (ii) que quien proponga la acción haya cumplido sus obligaciones o se hubiere allanado a cumplirlas; y (iii) que el demandado hubiese incumplido las suyas, para el caso, bien por su retardo, ora por su inejecución. Esto, claro, al margen de tenerse que demostrar los elementos estructurales de la responsabilidad civil en general, es decir, el hecho culposo, el daño y el nexo causal.

Ciertamente, cuando el canon 2056 alude a las reglas generales de los contratos, es porque deben tenerse en cuenta disposiciones como las del artículo 1602 del estatuto civil, que enseña que “Todo contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento o por causas legales”, disposición que pone en evidencia el compromiso ineludible de los contratantes de honrar sus obligaciones, so pena de que la sustracción a ellas, sin una justificación, acarree la indemnización de los perjuicios que de allí deriven. 
Así está previsto en el artículo 1613 siguiente, que armoniza con el artículo 1546, según el cual, “En los contratos bilaterales va envuelta la condición resolutoria en caso de no cumplirse por uno de los contratantes lo pactado”. Justamente, al abrigo de esta norma, es que, también en el caso de los contratos de obra, se impone la presencia de aquellos elementos ya enunciados, entre los cuales se enlista, se insiste en ello, que quien reclame la indemnización de perjuicios por el retardo o la inejecución, haya estado presto a cumplir las obligaciones que adquirió al momento de celebrar el acuerdo. Esto, porque al tenor del artículo 1609 de la obra que se revisa, “En los contratos bilaterales ninguno de los contratantes está en mora dejando de cumplir lo pactado, mientras el otro no lo cumpla por su parte, o no se allana a cumplirlo en la forma y tiempo debidos”.
En adición a lo anterior, y para lo que atañe al asunto, precisa la Sala recordar que la jurisprudencia ha aceptado de tiempo atrás que el incumplimiento de las obligaciones, cuando de pedir una resolución se trata, o como en este caso, la indemnización de unos perjuicios, debe ser de tal envergadura que, en realidad, cause un desajuste a las prestaciones adquiridas por los contratantes, pues habrá otras situaciones de menor entidad que no alcanzan a desquiciar el convenio. 

Precisamente, en la sentencia del 18 de diciembre de 2009, radicado 1996-09619-01, con ponencia del Magistrado Arturo Solarte Rodríguez, sostuvo la Sala de Casación Civil que:
La jurisprudencia nacional no ha sido ajena a considerar la gravedad del incumplimiento como elemento que se debe tener en cuenta para definir la prosperidad de la pretensión resolutoria. Así, por ejemplo, en sentencia del 11 de septiembre de 1984, la Corte señaló que “[e]n rigor jurídico es verdad que en los procesos en que se pide la resolución de un contrato bilateral por incumplimiento del demandado, es deber inexcusable del juez, para que su fallo resulte equitativo, detenerse sobre el requisito de la importancia que la ley requiere para que el incumplimiento invocado de asidero a la pretensión deducida; en justicia el contrato no se podrá resolver si el incumplimiento de una de las partes contratantes tiene muy escasa importancia en atención al interés de la otra” (…). Y en esa misma providencia se señaló que la gravedad del incumplimiento debe ser analizada de manera específica según el asunto particular objeto de estudio, para lo cual “[s]e impone el examen de todas las circunstancias de hecho aplicables al caso: la cuantía del incumplimiento parcial; la renuencia del acreedor a recibir el saldo; el propósito serio de pagar lo que el deudor mantuvo siempre; la aceptación del acreedor a recibir pagos parciales por fuera de los plazos estipulados y su exigencia de interés por esa mora que él consintió, etc.”.



Posteriormente, la Sala, en sentencia de 7 de marzo de 1997 señaló que “[r]azones de orden jurídico, pero también económico, permiten afirmar que la alternativa que ofrece el art. 1546 del C. C., encuentra un límite en eventos como el descrito, donde, según se vio, el contrato ha sido parcialmente cumplido y el demandado muestra su voluntad de satisfacer el interés del demandante, y no a raíz de la demanda. Estas circunstancias excluye[n] de por si el aniquilamiento de la relación material, de un lado por quedar eliminada la idea de desistimiento, y de otro, en consideración a la irrelevancia del incumplimiento, frente al interés económico del contrato. Respecto a lo primero, el cumplimiento parcial de una misma obligación o de varias escindibles, sumada a la intención de llevar a cabo las prestaciones aún pendientes, trasluce, a no dudarlo, una manifestación inequívoca de perseverar en todo lo pactado. En torno a lo segundo, no sobra repetir que el contrato fue cumplido en importante porcentaje de las prestaciones (…)”.

Y ya que la conclusión estuvo fundada en la ausencia de tal presupuesto, corresponde elucidar si, conforme al caudal probatorio, que el demandante aduce que fue indebidamente valorado, el señor Carlos Eduardo Pérez Jaramillo cumplió cabalmente sus compromisos. Solo así, podría entrarse en el análisis del incumplimiento del demandado. 
Para ese fin, se estima necesario recordar que el contrato celebrado fue por el sistema de precio global fijo sin lugar a reajustes, lo que impone verificar tanto las reglas del artículo 2056, como las que marca el artículo 2060, ambos del C. Civil, al menos, de esta última norma,  las que tienen que ver con este asunto. Por ejemplo la primera, que resalta que el empresario no puede pedir aumento de precio, a pretexto de haber encarecido los jornales o los materiales, o de haberse hecho agregaciones o modificaciones en el plan primitivo, salvo que se haya ajustado un precio particular por dichas agregaciones o modificaciones. O la cuarta, que indica que el recibo otorgado por el dueño, después de concluida la obra, solo significa que el dueño la aprueba, como exteriormente ajustada al plan y a las reglas del arte, y no exime al empresario de la responsabilidad que por el inciso precedente se le impone, esto es, porque el edifico perezca o amenace ruina, en todo o en parte, y durante los diez años subsiguientes a la entrega.  

5. 
Si se repasa el audio que corresponde a la audiencia de juzgamiento, dijo el funcionario en su sentencia, concretamente, que “a pesar de que dentro de las pretensiones no se planteó expresamente la resolución contractual, sí se pidió la declaración de incumplimiento y la consecuente imposición de condena por concepto de perjuicios. La base de la reclamación fue una relación de orden contractual de naturaleza bilateral. En ese orden de ideas los presupuestos axiológicos o materiales de tal pretensión, que se tuvieron para resolver son los que se refieren a la resolución contractual y dentro de esos presupuestos axiológicos o materiales y en la medida en que son concurrentes e indispensables para la prosperidad de las pretensiones el que se echó de menos es aquel que concierne a que quien ejercita la acción haya cumplido sus obligaciones, a menos que el cumplimiento de estas dependa del cumplimiento anterior del demandado y la obligación que en concreto se halló incumplida por parte del demandante es la que consiste en requerir o informar al contratista en cuanto a las obras imperfectas o con defectos, para que se proceda bien a la reparación por parte de dicho contratista o bien a la contratación de un tercero con deducción del costo. Y más concretamente en lo que atañe o se refiere a la estabilidad de la obra que consistió en la construcción del techo de un quisco para la piscina.

Esa circunstancia le correspondía por otra parte probarla a la parte actora, como quiera que el cumplimiento de las obligaciones, la existencia y el cumplimiento de las obligaciones, corresponde probarlas a quien invoca unas u otras, de una parte; de otra parte, no hay presunción alguna que ampare o abrigue, o exonere de la demostración de esa circunstancia, que se refiere al cumplimiento de las obligaciones recíprocas por parte del actor en las acciones contractuales y las pruebas que se adujeron en ese sentido o pretendieron aducirse y que corresponden a unas comunicaciones cruzadas entre las partes, no dan cuenta de manera fidedigna y contundente de esa circunstancia. En atención a ello, y ante la ausencia de prueba de uno de los elementos basilares de la pretensión de responsabilidad contractual en este caso, se impone la desestimación de las pretensiones”.
A tal aserto llegó, luego de analizar el parágrafo de la cláusula segunda del contrato, que reza: “TRABAJOS DEFICIENTES: EL CONTRATANTE podrá rechazar y no aceptar para el pago, la totalidad o parte de los trabajos que no se hubieren entregado a satisfacción y EL CONTRATISTA será responsable de los errores cometidos, así como de los atrasos que se produzcan como consecuencia de ellos uy en general de los perjuicios que se causen a EL CONTRATANTE. Si durante el desarrollo y ejecución de los servicios objeto del presente contrato EL CONTRATANTE se ve obligado a reparar, mantener o reconstruir obras cuya causa de intervención a su juicio corresponda a problemas de calidad y estabilidad de obra imputables al contratista, éste le comunicará para que proceda a repararlo o en su defecto lo pueda contratar con un tercero, cuyos costos y precios serán trasladados y deducidos a EL CONTRATISTA”.
6.
La réplica de la parte demandante se sustenta en tres situaciones: (i) que el juzgado interpretó erróneamente el parágrafo primero de la sección segunda del contrato, pues el propósito de esa cláusula era proteger al contratante frente a la aparición de inconsistencias en las obras realizadas, y al hacerlo dejó de lado otras obligaciones de tal entidad que merecen mayor grado de concentración, para analizar el cumplimiento por parte del señor Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, por ejemplo, el pago del precio, situación que debe ser preponderante frente al demostrado incumplimiento del demandado en el plazo concedido y por las fallas encontradas en su labor; (ii) que fue deficiente la valoración probatoria, particularmente del interrogatorio absuelto por el demandado y la documental allegada; y (iii) que la cláusula de la que se vale el juzgado es ambigua, por cuanto lo que dice al final es que quien debe hacer los requerimientos es el contratista, no el contratante, si se lee adecuadamente el pronombre demostrativo “este” que aparece luego de las palabras “EL CONTRATISTA”; así que ante la confusión, no se entiende que la responsabilidad se le hubiese encajado al contratante, mientras que otras disposiciones contractuales revelan la verdadera voluntad de las partes, al determinar en qué situaciones se puede presentar el incumplimiento de lo acordado. 
7.
Comienza la Sala por este último reparo, pues es verdad que el parágrafo primero de cláusula aparenta esa deficiencia, en la medida en que luego de aludir al contratista, dice que “este” le comunicará para que proceda a las reparaciones o en su defecto lo pueda contratar con un tercero, trasladando los costos y precios a “El CONTRATISTA”. Esa cuestión de orden gramatical, no pasa de ser un lapsus en la redacción de lo pactado, pues es evidente que la intención de las partes era la de que, si el contratante se veía compelido a reparar, mantener o reconstruir obras cuya causa de intervención correspondiera a problemas de calidad y estabilidad de obra imputables al contratista, habría de comunicarle para que este efectuara los reparos, pues de no hacerlo ello facultaba al primero para contratar con un tercero tales obras, y el costo se le trasladaría a quien estaba obligado a ejecutarlas. Esa es la intelección que se le debe dar a lo pactado, pues no se entendería que, si el contratista incumple, sea él mismo quien requiera al contratante para que efectúe las reparaciones; eso sería un contrasentido, entre otras razones, porque se entiende que quien tiene los conocimientos para hacerlo es el profesional, en este caso, el arquitecto. 
Cabe aludir al artículo 1618 del C. Civil, en virtud del cual, al interpretar un contrato, conocida claramente la intención de los estipulantes ha de estarse más a ella que a lo literal de las palabras; y enseguida, los artículos 1621 y 1622 enseñan que si no existe voluntad contraria, debe estarse a la interpretación que mejor cuadre con la naturaleza del contrato y que sus cláusulas se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga en su totalidad. Es decir, que se propugna por una valoración integral y sistemática del contrato que, para el caso, por tratarse de la confección de unas obras a cargo del demandado, es apenas natural y lógico entender que cuando la cláusula utilizó el pronombre “este”, lo hizo para referirse al contratante, quien podía exigir las reparaciones al contratista, o en defecto de tales restauraciones, contratarlas con un tercero. La naturaleza del contrato impone interpretarlo así, y es el entendimiento que debe dársele a lo pactado. 

Por tanto, esa censura se torna impróspera. 

8.
Dicho esto, centra la Sala su análisis en la cláusula citada, para establecer si, en realidad, el demandante incumplió el contrato. Con tal propósito, es necesario tener en cuenta que a partir del mes de marzo de 2017, el contratista se retiró de la obra, sin concluirla. Así fue dicho en el hecho tercero del libelo inicial (f. 72, c. 1) y en la respuesta, en la que, con explicaciones, afirmó Gómez Tello que le solicitó al demandante el pago de una obras adicionales y ante la negativa, le envió el 30 de marzo de ese año un documento en el que hizo un balance económico del contrato y le requirió dicho pago para continuar con la ejecución del contrato, pero no obtuvo respuesta y en cambio fue demandado (f. 116, c. 1). También dijo, al referirse al hecho sexto, que la obra “no quedó terminada por causas imputables al contratante, persona que no ha querido reconocer la mayor cantidad de obra ejecutada”. 

Así que, estando de acuerdo ambos en que desde la precitada época el demandado abandonó la obra por las razones anotadas, que más adelante se analizarán, la Sala coincide con la apreciación del recurrente acerca de que ese parágrafo de la cláusula segunda del contrato fue interpretada de manera equivocada por el juzgado, por cuanto ella partía de un supuesto claro, esto es, que “si durante el desarrollo y ejecución de los servicios objeto del presente contrato, el contratante se ve obligado a reparar, mantener o reconstruir obras cuya causa de intervención a su juicio corresponden a problemas de calidad y estabilidad de obras imputables al contratista…“, procedería como allí se indicó.   
Es decir, que tal requerimiento estaba supeditado a que se estuvieran desarrollando y ejecutando las obras, lo que no ocurre en este caso por dos razones: la primera, que la demanda viene anclada en buena parte en el incumplimiento del contratista del plazo que fue pactado y de algunas tareas pactadas que se quedaron sin ejecutar, con lo que, a tal circunstancia le es ajena la mentada cláusula, porque nada tiene que ver con reparaciones, mantenimiento o reconstrucción. Llanamente, se refiere al retardo y a la inejecución, así que sería inviable exigir un requerimiento para que se reparara lo inexistente. 
Y la segunda, que lo otro que se demanda es la insatisfacción del demandante respecto de algunas de las obras realizadas (filtraciones en la piscina -hecho sexto-, filtración de aguas lluvias en una de las habitaciones y en la sala y deficiencia en la madera utilizada -hecho 12-), pero, ya está dicho, luego de que la obra fuera dejada sin terminar por parte del contratista. Esto significa que para el momento de promover la demanda, no tenía ya lugar ese requerimiento, pues la labor no estaba desarrollándose. 
Y aun si se considerara que el demandante debía, en todo caso, intimar previamente al contratista, es lo cierto que al propio demandado se le preguntó en el interrogatorio de parte que si Carlos Eduardo Pérez antes de iniciar esta demanda había intentado un acuerdo sobre las obras inconclusas y contestó que "Fue difícil porque un sábado me dijo que él quería conciliar, entonces me citó como al medio día más o menos y yo fui allá y estaba una abogada y había una lista muy grande de una cantidad de cosas, me dijo que si le firmaba esto, entonces él inmediatamente me daba seis millones y me daba los tres millones cuando terminara, entonces yo le dije no Carlos, es que aquí hay una cantidad de cosas que no van a lugar, yo no puedo firmar esto y esto, como voy a hacer esto y esto, además mis adicionales cómo hago, además con seis millones cómo voy a terminarte todo esto, entonces me dijo que no, que esa era la propuesta de él, que le firmara y que él inmediatamente me daba seis millones para que terminara y yo le dije que no, que yo no podía hacer eso porque eso eran algunas cosas del contrato, otras no eran…”. (tiempo 1:54:48, continuación de audiencia el 7-02-2018, CD. f. 189 v.). 
De hecho, con la respuesta a la demanda trajo la copia del pacto que le ofrecía Carlos Eduardo (f. 129 y 130), que en lo que atañe a las pretensiones aquí planteadas, sugería unos trabajos de carpintería en el quiosco, tapar la fuga en la piscina, dar garantía de goteas en pieza auxiliar y canal del patio interior, reforma al baño social, circulación, placa, mortero y enchape. Ese es el documento que el demandado reconoce que no firmó, porque contenía muchas otras obras y, además, nada decía de las adicionales que realizó. De manera que hay en tales respuestas una confesión, en los términos del artículo 191 del CGP y la conclusión obligada es que sí hubo por parte del demandante, aunque sin la aquiescencia del arquitecto, una solicitud formal acerca de la reparación de aquellas obras que quedaron inconclusas o con imperfectos, sobre las que se fundan los hechos y las pretensiones. 

En síntesis, le asiste razón al recurrente cuando señala que el funcionario le dio a la cláusula un alcance que no le corresponde, por un lado; y por el otro, que dejó de valorar en su integridad la prueba para deducir la ausencia de un requerimiento que, además de inconducente para el caso, sí se efectuó. De ahí que los dos reparos restantes salen avante y ello obliga, en consecuencia, a analizar la cuestión de frente a los hechos, las pretensiones y las excepciones propuestas. 
9.
Por el primer aspecto, ya quedó consignado que se probó la existencia del contrato de construcción, por el sistema de precio global fijo, sin lugar a reajustes, entre Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, como contratante, y Jaime Hernán Gómez Tello, como contratista. Además de que se describieron las obras a realizar, se convino que el plazo sería de cuatro meses calendario, contados desde el día hábil siguiente a la suscripción de ese acuerdo; que el valor sería de 220 millones de pesos, que se pagarían en abonos parciales por avance de la obra, con una cuota inicial de 40 millones y el saldo en 6 cuotas de 30 millones. También se pactó que para la ejecución de mayores cantidades de obra o de obras no previstas, el contratista requeriría la aceptación escrita del contratante. 
Ante esas cláusulas, es claro para la Sala que el demandante cumplió el contrato a cabalidad, porque, de una parte, a pesar de que para el mes de marzo de 2017 faltaban varias tareas por realizar, ya había pagado al demandado la suma de $210’957.500,oo, de $220’000.000,oo que era el total, cuestión que no se debate y, por el contrario, se aceptó en la absolución del interrogatorio de parte y, como se analizó, ante la situación que se presentó, ningún requerimiento tenía qué hacer al arquitecto para poder promover la demanda. 

No puede predicarse lo mismo del demandado, pues basta con leer la contestación de la demanda para entender que las obras quedaron inconclusas y que supeditó su terminación a que se le pagara una suma que derivaba de unas tareas adicionales que realizó. Es decir, que el contrato no alcanzó su real cometido, que era tener toda la construcción, además de que lo que se hizo estuvo por fuera del término pactado que fue de cuatro meses. 
Se dieron, en consecuencia, las dos situaciones previstas en el artículo 2056 del C. Civil, para reclamar el incumplimiento, porque no solo se dejó de ejecutar lo convenido, sino que se retardó la ejecución de lo que sí se hizo. 
10.
Establecido lo anterior, y visto que concurren los elementos arriba anunciados: el contrato, el incumplimiento por parte del demandado, y el cumplimiento del demandante, lo que sigue es analizar las excepciones propuestas, verificado lo cual, si es el caso, se ocupará la Sala de los perjuicios reclamados. 

Y aquí se recuerda que no toda defensa constituye una excepción de fondo, si se entiende que la primera se refiere genéricamente a la negación de un derecho, sin más aditamentos; en tanto que la segunda, va más allá, porque, como ha explicado la jurisprudencia, se trata de la proposición de un hecho nuevo destinado a aniquilar los efectos de la reclamación del demandante, como puede leerse, por ejemplo, en la sentencia del 24 de septiembre de 2003, adoptada en el expediente 6896, M.P. Jorge Antonio Castillo Rugeles, en la que retomó el concepto planteado en otras oportunidades. Y tales hechos, dice la Corte, han de ser de naturaleza impeditiva o extintiva, pero, en todo caso distintos de los afirmados en la demanda y encaminados a enervar los efectos jurídicos de estos.
Así que, siguiendo esa misma línea, halla la Sala que los medios defensivos, se nominaron: (i) “enriquecimiento ilícito sin causa”, (ii) “contrato no cumplido”, (iii) “fuerza mayor o caso fortuito”, (iv) “inexistencia de responsabilidad civil contractual por ausencia de falta o error en la conducta del contratista” y, (v) “inexistencia de la obligación de indemnizar”. (f. 119 a 121, c. 1). 

Estos dos últimos, es decir, la inexistencia de responsabilidad civil contractual por ausencia de falta o error en la conducta del contratista, se apoya en que a la demanda debió agregarse la demostración de los perjuicios sufridos y el nexo de causalidad, pero ningún soporte existe de que lo que reclama corresponda a un valor real, y solo habrá responsabilidad civil si el incumplimiento genera una lesión o menoscabo. Y la inexistencia de la obligación de indemnizar, se soporta en que la parte demandante, a la luz de los artículos 1602, 1603, 1494, 1494, 1550 y 1551 del C. Civil, debe acreditar que cumplió o estuvo presta a cumplir las obligaciones que le incumbían. 
Como es fácil advertirlo, ningún hecho impeditivo o extintivo del derecho que reclama el demandante se estructura en estas dos defensas; simplemente plantea la respuesta a la demanda que la prueba es deficiente para determinar que hubo un daño, y que quien reclama una indemnización debe acreditar que cumplió sus obligaciones. Es decir, se oponen al derecho, pero sin aducir un hecho nuevo que lleve a enervar las pretensiones del demandante. Incluso la segunda de estas dos, parece encasillarse en la excepción que se denominó “contrato no cumplido”. Por tanto, como no comportan verdaderas excepciones, nada resolverá la Sala sobre estas dos defensas. 
Y sobre las tres restantes, que sí tienen venero en hechos que buscan quebrantar la responsabilidad impetrada, se tiene lo siguiente. 

La de enriquecimiento sin causa se hizo consistir en que el demandante recibió una mayor cantidad de obra a la pactada, pero negó el pago al contratista, lo que indica un aumento del patrimonio de aquel y un empobrecimiento correlativo de este, sin justificación alguna. Para responder a ella, dijo el demandante que jamás recibió una mayor cantidad de obra, ni ella fue pactada y, en cambio, el demandado abandonó sin justificación alguna el trabajo; al ser requerido por ello solo atinó a decir que el dinero no le había alcanzado. A la postre, dijo, el valor pagado por el contratante fue superior al que correspondía a las obras realizadas. 

De tiempo atrás, la jurisprudencias se ha ocupado de señalar los presupuestos axiológicos de la acción de enriquecimiento sin causa, con  la que se procura mantener el equilibrio patrimonial entre dos sujetos, de manera que el incremento de uno no sea producto del empobrecimiento del otro, si para ello es inexistente una justificación. Para citar solo un caso, en la sentencia del 2 de octubre de 2008, en el radicado 2002-00034-01, con ponencia del Magistrado César Julio Valencia Copete, recordó la Sala de Casación Civil de la Corte que, 
La acción de enriquecimiento sin causa constituye un remedio extraordinario y excepcional que, inspirado en el principio de equidad, apunta a evitar que pueda consolidarse un desplazamiento o desequilibrio patrimonial que carece de toda justificación o fundamento legal.

De antiguo tiene dicho la Corte que el éxito de esta acción depende de la presencia concurrente de varios requisitos:

“…Que exista un enriquecimiento, es decir, que el obligado haya obtenido una ventaja patrimonial, la cual puede ser positiva o negativa.  Esto es, no sólo en el sentido de adición de algo sino también en el de evitar el menoscabo de un patrimonio.    

 “…Que haya un empobrecimiento correlativo, lo cual significa que la ventaja obtenida por el enriquecido haya costado algo al empobrecido, o sea que a expensas de éste se haya efectuado el enriquecimiento. […]  





“…Para que el empobrecimiento sufrido por el demandante, como consecuencia del enriquecimiento del demandado, sea injusto, se requiere que el desequilibrio entre los patrimonios se haya producido sin causa jurídica. […]



“…Para que sea legitimada en la causa la acción de in rem verso, se requiere que el demandante, a fin de recuperar el bien, carezca de cualquier otra acción originada por un contrato, un cuasi - contrato, un delito, un cuasi - delito, o de las que brotan de los derechos absolutos. […]

“…La acción de in rem verso no procede cuando con ella se pretende soslayar una disposición imperativa de la ley” (G.J. t. XLIV, pag. 474, reiterada en fallos de 28 de agosto de 2001, exp. 6673 y 7 de junio de 2002, exp. 7360, entre otros).

Y fácilmente se colige que, en el caso de ahora, no hubo demanda de reconvención, como pudiera haber ocurrido, para que, probados estos supuestos, el juzgado se pronunciara acerca del valor de las obras adicionales y si el aquí demandante estaba llamado a pagarlo. Lo que hizo el demandado fue proponer el medio exceptivo, cuyo fracaso salta a la vista, por cuanto, es evidente, ninguna de las pretensiones de la demanda se encamina a que se declare la titularidad de tales ajustes en cabeza del demandante, sin lugar a remuneración alguna, es decir, que en esta litis no se ventila propiamente si tales tareas deben ser pagadas o no, y como ello es así, la excepción se cae por su propio peso, en la medida en que, entonces, el demandado no ha ejercido la acción que le es propia para obtener la satisfacción de la obligación que dice tener a su favor. 

En la sentencia SC5516-2016, del 29 de abril de tal año, con ponencia del Magistrado Álvaro Fernando García Restrepo, la Sala de Casación Civil de la Corte, desestimó la excepción de mérito formulada, “ya que no es jurídicamente admisible aducir ‘ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA’, cuando se reclama el resarcimiento de perjuicios derivados del comprobado incumplimiento de obligaciones contenidas en un contrato bilateral válido, independientemente de que se acrediten cabalmente los mismos”.  

En adición, todo lo que se discute acerca de las labores adicionales, se compendia en el parágrafo cuarto de la cláusula cuarta del contrato, según el cual, “para la ejecución de mayores cantidades de obra o de obras no previstas, EL CONTRATISTA requerirá de la aceptación escrita de EL CONTRATANTE”, lo que muestra a las claras la solemnidad a que fueron sometidas tales agregados, pues tenían que determinarse por escrito y con la aceptación previa del ahora demandante. 

Esto, sin contar con que, de acuerdo con las normas antes señaladas, en contratos de la índole del de ahora, es decir, por el sistema de precio global fijo sin lugar a reajustes, no puede el constructor pedir aumento del precio, a pretexto, entre otras cosas, de haberse hecho agregaciones o modificaciones en el plan primitivo, salvo que se haya ajustado un precio particular por ellas, lo cual, nunca ocurrió entre los contratantes.
Todo esto para significar, entonces, que la excepción planteada está por fuera de lo que aquí se debate, pues, se insiste en ello, las labores adicionales que pudiera haber efectuado el demandado, no constituyen el objeto de la demanda. 

La excepción denominada contrato no cumplido tiene génesis en que a términos del artículo 1609 del C. Civil, en los contratos bilaterales ninguno de los contratantes estará en mora de cumplir lo pactado, mientras la otra parte no haya cumplido en la forma y tiempo convenidos; y en este caso, se aduce, el contratante incumplió el pago alegando, a su vez, incumplimiento del contratista. Por tanto, ninguna reclamación podía hacerle al demandado, ya que había desatendido sus obligaciones. Se replicó por el demandante que, al contrario, el contratante pagó el 95,889% del valor acordado, lo que le permitía reclamarle al contratista la realización total de las tareas encomendadas (f. 153, c. 1). 
Todo esto fue ya decantado, en cuanto quedó establecido que el demandante cumplió con el pago acordado e hizo el requerimiento que el juzgado echó de menos, así que ajustó su comportamiento a las obligaciones que contrajo. Fracasa, por ello, esta excepción. 

Y la de fuerza mayor o caso fortuito se centra en que la demora en la entrega obedeció a un caso fortuito, un hecho imprevisible, concretamente el paro de camioneros ocurrido en el país para el mes de julio de 2016 y su larga duración, que impidió traer desde Buenaventura unas columnas redondas de madera Mangle para sostener el frente del quiosco y el porche, forzosas para la modificación de la obra. Situación que el demandante negó (f. 154, c. 1), pues el material de las columnas no es el que se aduce, se utilizó una madera diferente a la contratada. Además, la causa no fue conocida por el demandante.
Basta, para desechar este medio exceptivo, señalar que públicamente se conoció que el aludido movimiento social se prolongó por espacio de cuarenta y cinco días y se superó para finales del mes de julio de 2016; de ello dieron cuenta todos los medios de comunicación en el país y así fue conocido por la comunidad en general, lo que erige la situación en un hecho notorio. Así que, si esa fuera la razón del incumplimiento, que valga decirlo, no fue suficientemente acreditada, tampoco le sirve de soporte al demandado para sustraerse a las obligaciones contraídas, como quiera que la duración pactada fue de cuatro meses calendario, contados en los términos del artículo 67 del C. Civil; de manera que si ellos se contaran desde el mes de julio, habrían vencido en noviembre de ese año. Sin embargo, llegó el mes de marzo de 2017 y las obras estaban inconclusas, como ya está señalado. 

En resumen, ninguna de las excepciones propuestas tiene vocación de prosperidad. 

11.
Trasuntando todo, lo que emerge es que ante el incumplimiento del contrato por parte del demandado, debe resarcir los perjuicios ocasionados al demandante y a su valoración se dirige el siguiente análisis. 
Nuevamente se hace énfasis en lo que fue narrado y pedido concretamente en la demanda. Se dice en el relato fáctico que el demandado no realizó todas las obras contratadas, pues faltó un baño, quedó inconclusa la parte delantera con la placa, el mortero y el enchape; y que luego de dejar los trabajos se detectaron filtraciones en la piscina, filtraciones de agua lluvia en una de las habitaciones y en la sala y que la madera utilizada nunca se inmunizó, lo que condujo a su deterioro. 

Además, se afirmó que ante el incumplimiento y la tardanza, el demandante y su familia vieron truncado su sueño de habitar la casa que anhelaban, tuvieron que dormir en una sola habitación, en un colchón, por más de seis meses, pues todo el dinero que conseguía se invertía en la vivienda; también se dijo que Carlos Eduardo Pérez Jaramillo se afectó notablemente por los padecimientos que ha sufrido y por ver a su familia pasando incomodidades; el estrés, la desesperación, la afectación de su vida en pareja, contribuyeron a agravar su estado de salud, ya que estaba diagnosticado con miocardiopatía dilatada.

Con apoyo en ese relato, pidió que se condenara al demandado a pagarle los perjuicios morales, en cuantía de 65 millones de pesos y materiales que cuantificó en $55’024.268,oo, de los cuales $5’600.000,oo corresponden al pago de una bodega y $49’424.268,oo al presupuesto que realizó un arquitecto para la finalización de la obra (f. 19 a 21, c. 1) y que hace alusión a unos preliminares, movimiento de tierras, cimentación, estructura, mampostería, pañetes, cubiertas, cielo rasos, pisos, enchapes y accesorios, instalaciones hidro sanitarias, instalaciones eléctricas, carpintería de madera, carpintería metálica, pintura, aparatos sanitarios, equipos especiales, lo que se denominó “obras det.”  y remates. 
En el documento de folio 8, se observan los ítems a desarrollar, distribuidos entre preliminares, construcción de obras nuevas, áreas húmedas y reparaciones locativas. 
De todas ellas, desde su comunicación del 29 de marzo de 2017 (f. 56 y 57, c. 1), el demandado reconoció que faltaron:

-En el área de bbq, el mesón y lavaplatos de una poceta

-La reparación del piso de acceso y hall de acceso, parte de lo cual se hizo y quedó pendiente la reparación del piso de acceso.

-Mortero y enchape del piso de carros

-Puerta de acceso a zona verde de la vivienda

-Varios de pintura y aseo

Todo lo cual cuantificó en $9’042.500,oo. 

En la audiencia realizada el 15 de enero de 2018, se decretaron las pruebas; entre ellas, en común, un dictamen pericial con el fin de que se hiciera medición de la obra realizada según el contrato y se establecieran las obras adicionales, los daños, las que quedaron pendientes de ejecutar y el porcentaje de cumplimiento de la obra previo a la presentación de la demanda (f. 159 v). En ese laborío (f. 195 a 238, c. 1), que se ajusta a las previsiones del artículo 226 del CGP, y que fue ratificado en la audiencia pública del 25 de mayo de 2018, entre el minuto 00:22:40  y las 02:15:30, el perito comenzó por detallar las obras contratadas. Luego dijo cuáles de ellas se ejecutaron y las que se hicieron adicionalmente. Enseguida empezó a cuantificar los daños que los clasificó así: 

1. 
Daños producidos por la mala calidad de la construcción: 

1.1.
Desplome del techo del quiosco por su propio peso, debido a la mala construcción del mismo: $40’336.800,oo.

1.2.
Reparación y nivelación del techo del bbq y del cuarto de máquinas, debido a los daños sufridos por el anterior desplome, según explicó oralmente: $3’024.000,oo.
1.3.
Fugas en la piscina y el Jacuzzi: $4’434.600,oo

1.4. Deficiencias en los bajantes de aguas lluvias del techo de la casa: $3.000.000,oo

1.5. Deficiencias en las canales de las cubiertas sobre la terraza inferior y la pieza nueva: $5’000.000,oo.  
Total: $55’795.400,oo.

6. 
Obras que quedaron sin ejecutar: 

6.1.
Reparación piso acceso y hall acceso: $3’200.000,oo

6.2.
Circulaciones: placa, mortero, enchape: $3’400.000,oo

6.3.
Mortero y enchape acceso de carros: $1.800.000,oo

6.4.
Puerta acceso a zona verde de la vivienda:
$2’500.000,oo

6.5.
Retiro de escombros y aseo general: $800.000,oo

Total:
$11’700.000,oo


7. 
Obras que quedaron inconclusas:

7.1.
Mesón y lavaplatos en el quisco: $2’000.000,oo

7.2.
Acabado de piso en el cuarto de máquinas: $441.600,oo

7.3.
Puerta de aluminio: $600.000,oo. 

Total: $3´041.600,oo

Llegados a este punto, corresponde a la Sala echar mano de lo previsto en el artículo 281 del CGP, que enseña que la sentencia debe ser congruente con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que el estatuto contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. De manera que, salvo los casos señalados en los parágrafos 1 y 2 de esa norma (asuntos de familia y agrarios), en asuntos civiles están proscritos los fallos extra y ultra petita, pues son las partes las que señalan los hitos de la decisión, por fuera de los cuales, la sentencia sería inconsonante. 

Y aun cuando el mismo artículo establece que el juez debe tener en cuenta en la sentencia hechos modificativos o extintivos del derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, dadas unas condiciones, no se trata allí de introducir nuevas pretensiones, porque de admitirse así, se vulneraría el derecho de defensa de la parte que no ha tenido ocasión de controvertir esos nuevos pedimentos. 

A esta limitante se suma que el juramento estimatorio que se hizo en la demanda, se ajustó precisamente a los dos específicos rubros señalados, esto es, $5’600.000,oo por el alquiler de una bodega y $49’424.268,oo referidos en el presupuesto que realizó un arquitecto para culminar la obra. Y en el artículo 206 del nuevo estatuto procesal quedó previsto, como una novedad, que “serán ineficaces de pleno derecho todas las expresiones que pretendan devirtuar o dejar sin efecto la condición de suma máxima pretendida en relación con la suma indicada en el juramento”, para que no ocurra, como antaño, que la sola expresión de condena por lo que resultara probado fuera suficiente para que el juez pudiera reconocer montos adicionales a los estrictamente señalados en el libelo. 
Esto, para concluir que la decisión en esta sede estará centrada en lo que fue objeto de reclamación y nada más, ya que, como se observa, en la prueba pericial practicada se introducen algunos daños cuyo resarcimiento no fue reclamado en la demanda, y no podía serlo, ya que, de haberse probado, aquellos ocurrieron con posterioridad a su presentación. Por cierto que, de ellos dio cuenta la parte demandante al pronunciarse sobre las excepciones (f. 157), esto es, para el mes de noviembre de 2017, sin tener en cuenta que, de acuerdo con el artículo 93 del CGP, pudo haber reformado el libelo, introduciendo nuevos hechos y pretensiones antes de la audiencia inicial, pero omitió tal oportunidad, con lo cual cerró la posibilidad para que el juez de primera instancia se hubiera pronunciado sobre ellos, y para que ahora lo haga la Sala. 

Concretamente, se alude a los dos primeros daños descritos, esto es, el desplome del techo del quiosco por su propio peso, y la reparación y nivelación del techo de la zona bbq y del cuarto de máquinas, debido a ese colapso. Por supuesto que sobre ese particular, el demandado no tuvo oportunidad de pronunciarse o pedir pruebas, porque ni hacía parte del contenido de la demanda, ni se introdujo luego en la oportunidad procesal pertinente. Así que se descarta cualquier posibilidad de reconocerlos en esta sede, sin perjuicio de las acciones que quepan al afectado para discutirlas en otro escenario.
Se resalta, como cuestión determinante, el hecho de que, cual lo revela el acta de folio 188 del cuaderno principal, la fijación del litigio marcó el derrotero del debate probatorio, y allí nada se incluyó acerca de la prueba del daño sobreviniente por el desplome del techo, no obstante que el juzgado, previamente, al convocar a la audiencia, había decretado un dictamen pericial (que en realidad han debido aportar las partes en el nuevo sistema), en el que incluyó la valoración de daños, sin indicar cuáles, porque así fue pedido por los litigantes en la contestación de la demanda y la respuesta las excepciones, con lo que se entendía que se trataba de aquellos explícitamente enunciados en el libelo inicial, que ya fueron señalados, por lo que se advierte curioso que la confrontación posterior, como se puede escuchar en los audios, se centrara en una mayor parte en la controversia sobre ese aspecto, ajeno a la litis, porque no se introdujo en la demanda, ni fue objeto de reforma, se repite. Razón de más para dejar de lado cualquier pronunciamiento en torno a ello. 
Ahora, sobre las obras realizadas, pero que presentan deficiencias, según lo señaló el perito, y ellas sí fueron mencionadas en la demanda, se reducen, entonces, a las fugas en la piscina y el jacuzzi, y la corrección de humedades y goteras, que suman $12’434.600.oo.

Respecto de las obras que no se ejecutaron, ninguna discusión se cierne, porque, ya se dijo, el mismo demandado lo admitió desde antes de que se presentara la demanda, según el documento de folios 56 y 57.  
Lo mismo ocurre con las obras inconclusas, algunas de las cuales el propio demandado aceptó en el aludido documento, como el mesón y la poceta en la zona bbq. Las otras dos, esto es, la terminación del piso y la puerta del cuarto de máquinas, ha de entenderse, como lo dijo el perito, que quedaban incluidos en el ítem II.3 con el que se comprometió el demandado a construir ese cuarto, sin ninguna exclusión que allí se pueda percibir. 
De manera que sumados unos y otros valores, lo que se requiere para superar los errores en la construcción ($12’434.600,oo), lo que se omitió ($11’700.000,oo) y lo que se dejó iniciado ($3’041,600,oo), está comprometido un total de $27’176.200,oo. 
A este resultado debe restársele el valor de las obras que no fue pagado por el demandante debido al incumplimiento del demandado, esto es, $9’042.500,oo. De manera que el resultado final, es de $18’133.700,oo. Esta suma causará intereses legales del 0,5% mensual, a partir de la ejecutoria del presente fallo. 

El valor que se reclama, de $5’600.000,oo, por concepto de un bodegaje se negará, porque el daño, para ser resarcible, tiene que ser cierto; y en este asunto, ninguna prueba distinta a los recibos de folios 15 a 18 del cuaderno 1 se allegó para acreditar que los pagos allí referidos por concepto de una bodega correspondieran a la necesidad del demandante de tener allí sus enseres; tampoco los documentos dan cuenta de ello. Y demostrarlo era carga que incumbía al demandante. 
Queda por elucidar lo atinente al perjuicio moral, para lo cual se recordará que la jurisprudencia ha avanzado con el correr de los tiempos en este tema, hasta llegar a reconocer que, aun en la responsabilidad de origen contractual hay lugar a su fijación, siempre que se demuestre la ocurrencia del mismo. Baste traer a colación lo dicho en la sentencia SC10297-2014, del 5 de agosto de ese año, radicado 2003-00660-01, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, quien después de un recorrido histórico del asunto, precisó que:
…no es la fuente de la que emana la responsabilidad (contractual o extracontractual) el criterio que permite otorgar el pago de la indemnización integral del perjuicio, dado que no existe una necesaria correlación entre la patrimonialidad de la prestación y la naturaleza del daño.

Por el contrario, es la comprobación de un daño a la persona lo que da lugar al resarcimiento no patrimonial, con independencia de si tuvo o no su origen en un convenio que en principio pudo perseguir un beneficio netamente económico.

“Con estos lineamientos –tiene dicho esta Sala– la naturaleza patrimonial o no patrimonial del interés afectado, no determina de suyo la naturaleza del daño, ‘porque consecuencias de naturaleza económica, y por lo tanto un daño patrimonial puede derivar, tanto de la lesión de un bien patrimonial, cuanto de la lesión de un bien de naturaleza no patrimonial (…)’.” (Sent. de 18 de septiembre de 2009)

Por estas razones, nada se opone a que un incumplimiento contractual dé lugar al reconocimiento de una indemnización extrapatrimonial, a condición, claro está, de que un daño de esta especie se encuentre demostrado.

Pero no fue ese el único análisis que allí se hizo, pues además se recordó, como ya está suficientemente decantado, que el daño moral se circunscribe a la lesión de la esfera sentimental y afectiva de la persona, es decir, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo. Lo que se valora, pues, es el dolor, la aflicción, el sufrimiento, la pena. 
Y su prueba, dijo la Corte, debe aportársele al juez, solo que este cuenta con un medio idóneo que es, en general, la presunción simple o de hombre o judicial, aunque no es el único, con el fin de establecer si, en realidad, la situación en que se puso a uno de los contratantes, fue de tal índole que afectó sus sentimientos. Y esto, porque, agregó la alta Corporación que: 
…no cualquier tipo de molestias o frustraciones constituyen un daño moral resarcible, en el presente caso median razones suficientes para tenerlo por demostrado, en atención al evidente malestar emocional e impresión negativa que el hecho que motivó el reclamo causó a los pretensores.

Y es que no se trata de cualquier quebranto afectivo, ni de una simple incomodidad o molestia como aquéllas a las que normalmente da lugar una negociación que se desarrolla dentro de los estándares de conducta contractual adecuada y conforme a la buena fe...
En ese caso, por ejemplo, se trataba de una persona y su núcleo familiar, que fueron sometidos a cobros y amenazas de demandas por una deuda inexistente, lo que, desde las reglas de la experiencia dejaba ver que se producía un grave menoscabo de un interés espiritual preexistente y de trascendencia jurídica. Y puso de presente, adicionalmente, que en asuntos contractuales, las partes están compelidas al cobro de la obligación, e incluso de la que no se debe, si el cobro surge de un error involuntario e inocuo. Y luego de hallar múltiples razones por las cuales el demandado violentó esa esfera íntima, de manera grave y sin justificación, impuso una condena que ascendió, en su arbitrio, a $10’000.000,oo, por la zozobra creada. 
Cambiando lo que hay que cambiar, en este asunto lo que aduce el demandante es que él y su familia vieron truncado su sueño de habitar la casa que con tanto esfuerzo estaban pagando, fuera de las incomodidades que tuvieron que afrontar, durmiendo todos en una sola habitación por más de seis meses. Además, él, directamente, se vio devastado por los acontecimientos que le generaron estrés, desesperación, afectación de su vida de pareja, y agravaron su estado de salud, ya deficiente por causa de una miocardia dilatada que padece. Por ello, estimó que la suma a reconocerle era del orden de los $65.000,000,oo. 

Para acreditar lo dicho, trajo como prueba su historia clínica, que refiere que en el mes de abril de 2017 fue atendido por medicina general, ya que acusó altos niveles de estrés, secundarios a unos arreglos en la casa, lo que le viene afectando su vida y su familia (f. 9 y 19, c. 1); allí fue remitido para valoración por sicología. 
También se escucharon algunos testigos que, en lo que alude a este aspecto se destacan. 
Iván Marino Coral Castro, vigilante del condominio donde se llevaron a cabo las obras, señaló que Carlos Eduardo Pérez Jaramillo mantiene como aburrido y triste, por los inconvenientes que presentó el trabajo (CD, f. 188 v., 2:14:15 a 2:23:22). 

Diego Fernando Tonusco, también vigilante del sector, dijo que el demandante ha estado decaído, pues la personalidad de los cinco años que lleva de conocerlo ya no es la misma (CD, f. 188 v., 2:26:09 a 2:32:00). 
Diana Patricia Sosa Villegas, amiga, mencionó que a raíz del incumplimiento, él ha estado decaído, ha sido una persona alegre y de un tiempo para acá piensa mucho en ese problema, en qué va a hacer o cómo lo va a solucionar, pues quiere ver las cosas terminadas y arreglar el desorden que tiene (CD, f. 188 v., 2:32:35 a 2:41:54). 

Diana Porras Cardona, administradora del conjunto residencial Quintas de Alejandría, donde el demandante tiene su casa, adujo que se ha hablado con él para que le ponga fin a las obras y se ha llevado el caso al consejo de administración, y ha dado cuenta de que está muy agobiado y aburrido, porque la administración, cada vez que hay reunión, se le dice lo mismo, ya que en el conjunto las obras no pueden quedar inconclusas. Cuando ella va, dice, lo observa acongojado y triste, ya no suele hacer chistes como antes, porque la situación es complicada (CD, f. 188 v., 2:41:56 a 2:52:24).
Vale agregar que todos estos deponentes dijeron que por el problema de la caída de agua debe mantener baldes en su casa y estar sacándola cuando llueve. 

Entiende la Sala, entonces, que en realidad, el demandante se ha visto afectado en su fuero interno, por el malestar que le ha causado el incumplimiento por parte del demandado frente a las obras que se comprometió a realizar, y por las deficiencias que otras de ellas presentan, al punto de haber tenido que acudir a control con el médico por ese preciso síntoma. Y eso de tener que vivir con los muebles arrumados en parte de la casa, o de tener que estar a la expectativa del clima para, con baldes en mano, solucionar la caída del agua dentro de la vivienda, o de ver que el esfuerzo económico que se hizo se vio frustrado por causa de otro, sin solución a la vista, no puede menos que dar lugar a entender que se le ha causado un sufrimiento que se traduce en perjuicio moral. 
Otra cosa, es que el mismo se pueda valorar económicamente en la forma en que lo hace el libelo, pues esa tasación corresponde, en la esfera jurisprudencial, a un parámetro utilizado por la Corte en casos de extremo padecimiento, por ejemplo, por la muerte de un ser querido, o por la condición física de una víctima que queda en absoluta postración. Ni siquiera es posible comparar este caso con el que sirve de soporte al análisis que se viene haciendo, porque allí la Corte puso en claro que se sometió al demandante y a su familia a una especie de escarnio público y se les amenazó permanentemente con acciones judiciales, hiriendo profundamente sus sentimientos y, sin embargo, la condena no superó los diez millones de pesos. 

Aquí, es obvio que, en un comienzo, el demandante tenía que estar sometido a las vicisitudes del contrato de obra que imponía, por un tiempo, las restricciones de las que ahora se duele. Solo desde cuando se dio el verdadero incumplimiento por parte del demandado, puede asumirse que se le puso en el grado de tensión que la prueba muestra, valga decirlo, de manera muy incipiente, según puede verse. 

Por eso, y dado que el reconocimiento de perjuicios extrapatrimoniales que es del arbitrio judicial, obedece más a un paliativo que a una restauración, aceptado que en algún grado el demandante se ha visto afectado, se le reconocerá a título de perjuicio moral, la suma de seis millones de pesos ($6’000.000,oo).

11. Corolario de todo lo dicho, se revocará el fallo de primera instancia y se declarará que Jaime Hernán Gómez Tello incumplió el contrato de obra celebrado con Carlos Eduardo Pérez Jaramillo, a consecuencia de lo cual, debe resarcirle los perjuicios materiales y morales en la forma en que se ha indicado. 

Las costas de primera instancia serán a cargo de la parte demandada y a favor del demandante en un treinta por ciento, dada la prosperidad parcial de las pretensiones (art. 365-5 CGP). 
En la misma proporción, la parte demandada correrá con las costas de segunda instancia. 

Unas y otras se liquidarán concentradamente en primera instancia, siguiendo los lineamientos del artículo 366 del CGP. Las agencias en derecho que corresponden a esta sede, se fijarán en auto separado. 

DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, esta Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, RESUELVE:
1. 
REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en este proceso verbal de responsabilidad contractual que Carlos Eduardo Pérez Jaramillo instauró contra Jaime Hernán Gómez Tello. 

2.
En su lugar, se declara que el señor Gómez Tello incumplió el contrato de obra celebrado con Pérez Jaramillo. 

3.
Como consecuencia de ello, se le condena a pagarle los siguientes valores: 
Por daños materiales: DIECIOCHO MILLONES CIENTO TREINTA Y TRES MIL SETECIENTOS PESOS ($18’133.700,oo), suma que causará intereses del 0.5% mensual, a partir de la ejecutoria de esta providencia. 

Por daño moral: SEIS MILLONES DE PESOS ($6’000.000,oo). 

4.
Costas en ambas instancias a cargo del demandado y a favor del demandante en un treinta por ciento (30%). 

En auto separado se fijarán las agencias en derecho que correspondan a esta sede. 

Decisión notificada en estrados.

Los Magistrados 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

� G.J., CLXXVI, p. 247.


� Sentencia S-01 del 7 de marzo de 1997. No publicada oficialmente. 
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